SENTENCIA TUTELA 1ª INSTANCIA N°21                                                        RADICACIÓN: 66001220400020170009700

ACCIONANTE:KAREN ELIZABETH JURADO P
HECHO SUPERADO Y TUTELA D.PETICIÓN

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia – 1ª instancia – 18 de mayo de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Niega el amparo solicitado y tutela el derecho de petición

Radicación Nro. :
66001220400020170009700
Accionante: 
KAREN ELIZABETH JURADO PAREDES
Accionado: 
PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN
 Magistrado Ponente: 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
 INSCRIPCIÓN EN CARRERA ADMINISTRATIVA – HECHO SUPERADO. “No puede negarse que razón le asistió a la actora para instaurar la acción de tutela, porque en efecto como bien se extrae de los documentos que reposan en la actuación y de las manifestaciones hechas en el escrito de tutela, al momento de presentar la demanda la Oficina de Selección y Carrera de la Procuraduría General de la Nación no había efectuado su inclusión en Registro Único de Carrera, de acuerdo con el cargo para el cual concursó; no obstante, en oficio de mayo 18 de 2017 ella misma allegó a esta Sala copia del certificado expedido por esa oficina en mayo 16 de 2017, en el que se acredita que ya se realizó ese trámite conforme lo previsto en el artículo 218 inciso 2º del Decreto Ley 262/00, en el que además manifestó que considera superado el hecho vulnerador de sus derechos fundamentales por parte de esa dependencia. A consecuencia de lo anterior, en el presente caso esta Sala no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que al haberse accedido a lo solicitado por la  tutelante y hecho efectiva la inscripción en carrera como Procuradora Judicial I en asuntos del Trabajo y la Seguridad Social, la posible vulneración de las garantías constitucionales invocadas en razón de la presunta omisión de la Procuraduría en ese sentido, en relación con los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, estabilidad laboral y acceso a cargos públicos, actualmente no se presenta; y, por tanto, los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación han sido superados.”. DERECHO DE PETICIÓN / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. “[S]e acreditó que desde abril 04 de 2017 solicitó a esa oficina el cambio respectivo debido a que requería gestionar un crédito hipotecario a efecto de dar cumplimiento a una promesa de compraventa de un inmueble, para cuyo trámite se le hacía esa exigencia, requerimiento que hasta el momento no ha sido resuelto, la Sala amparará el derecho fundamental de petición al haberse pretermitido el término legal de 15 días establecido en el artículo 14 de la Ley 1755/15, y ordenará a esa dependencia que emita respuesta de fondo conforme a lo pedido, a la que anexe certificado actualizado en consonancia con la inscripción en carrera.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, dieciocho (18) de mayo de dos mil diecisiete (2017)

                                                                    Acta de Aprobación N° 435
                                                   Hora: 3:45 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la Dra. KAREN ELIZABETH JURADO PAREDES contra la Procuraduría General de la Nación-Oficina de Selección y Carrera y División de Gestión Humana, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, estabilidad laboral, y acceso a cargos públicos en carrera.
2.- SOLICITUD 

Lo consignado por la actora en el escrito de tutela -presentado en mayo 10 del año que avanza- se puede concretar así: 
- Participó en la convocatoria 012-2015 para proveer cargos de carrera de Procurador Judicial I delegados en asuntos del Trabajo y la Seguridad Social, reglamentada por la resolución 040/15, en la que superó a satisfacción todas las etapas del concurso, razón por la cual fue incluida en lista de elegibles -Resolución 339 de julio 8 de 2016-, y nombrada en periodo de prueba por el término de 4 meses en el referido cargo con sede en la ciudad de Pereira -Decreto 3542 de agosto 8 de 2016-, en el que se posesionó en septiembre 01 de 2016, con efectos fiscales a partir de septiembre 02 siguiente.

- Al culminar el periodo de prueba -enero 01 de 2017- fue calificado su desempeñó con 828 puntos, lo cual le permitió superar el mismo, acto administrativo que se encuentra en firme. No obstante, pese a que han transcurrido más de 4 meses de ello, y de efectuar peticiones respetuosas para que se certificara su inclusión en el registro de carrera conforme lo establecido en el artículo 218 del Decreto Ley 262/00, la Oficina de Selección y Carrera de la Procuraduría General de la Nación no ha realizado esa labor, ni tampoco ha señalado un plazo razonable para hacerla; por el contrario, en respuesta masiva de abril 03 de 2017 informó que en virtud de la medida cautelar de urgencia decretada por el Consejo de Estado había suspendido el proceso de inscripción, lo cual es totalmente inadecuado.
- Si bien la Alta Corporación ordenó suspender la calificación de los concursantes que estuvieran en periodo de prueba, la  medida no abarca la inscripción de quienes ya superaron esa etapa, incluso en dicha providencia se consigna que los funcionarios que superan el periodo de prueba consolidan su situación jurídica particular y concreta al quedar de manera definitiva inscritos en carrera, lo que coincide con lo que al respecto  ha determinado la Corte Constitucional –Sentencias C-969/03, T-850/99 y T-415/16-  y con lo consignado en el artículo 224 del citado Decreto Ley 262. 

-Como consecuencia de lo anterior, en las certificaciones que emite la División de Gestión Humanada de la entidad su vinculación figura en periodo de prueba, lo que afecta sus trámites laborales, personales y administrativos, por lo que elevó derecho de petición con el fin de que modifique ese aspecto, del cual no ha recibido respuesta.
-El amparo es procedente dado que la mencionada omisión representa una indefinición jurídica que afecta el ejercicio de las potestades administrativas y sus derechos fundamentales al debido proceso administrativo, igualdad y acceso a cargos públicos,  y en aras de evitar un perjuicio irremediable, porque si bien podría interponerse la acción de cumplimiento –la cual no sería el medio primordial por la vulneración de derechos y carecería de utilidad por la interpretación equivocada de la entidad-  o coadyuvar en el proceso de nulidad, dichos trámites son prolongados y en la sentencia T-156/12 se determinó que en casos como este resulta viable la tutela.  Además, tiene conocimiento que hay otros funcionarios, como la Dra. MARGARITA MARÍA URINA VALENCIA, Procuradora Judicial II Penal de Pereira, que ingresó por el mismo concurso, ya se encuentra inscrita en carrera, así como 75 compañeros más, lo que evidencia la situación de desigualdad a la que se encuentra sometida.
Solicita la protección de los citados derechos; y, en consecuencia, se ordene: (i) a la Oficina de Selección y Carrera, que en el término improrrogable de 48 horas siguientes a la notificación del fallo, proceda a inscribirla en el Registro Único de Carrera de la entidad, y emita la certificación correspondiente; y (ii) a la División de Gestión Humana la expedición de constancia laboral con la modificación del tipo de vinculación.
3.- CONTESTACIÓN

La entidad accionada no se pronunció dentro del término que le fue concedido.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por la accionante.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91, 306/92 y 1069/15.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde a la Corporación determinar si en el caso puesto de presente es procedente el amparo solicitado, y en caso positivo, establecer si se presenta afectación de los derechos fundamentales de la actora por parte de la entidad accionada, y en virtud de ello es viable acceder a la pretensión deprecada.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La Dra. JURADO PAREDES acude ante el juez constitucional con el propósito de que se termine una situación que en su sentir lesiona sus derechos fundamentales al debido proceso administrativo, acceso a cargos públicos, estabilidad laboral e igualdad, consistente en que la Procuraduría General de la Nación-Oficina de Selección y Carrera ha omitido efectuar su inscripción en el Registro Único de Carrera de esa entidad, pese a que aprobó todas las etapas de la convocatoria 012-2015 para el cargo de Procuradora Judicial I delegada en asuntos del Trabajo y la Seguridad Social, reglamentada por la Resolución 040/15, y obtuvo calificación satisfactoria del periodo de prueba, la cual actualmente se encuentra en firme.

No puede negarse que razón le asistió a la actora para instaurar la acción de tutela, porque en efecto como bien se extrae de los documentos que reposan en la actuación y de las manifestaciones hechas en el escrito de tutela, al momento de presentar la demanda la Oficina de Selección y Carrera de la Procuraduría General de la Nación no había efectuado su inclusión en Registro Único de Carrera, de acuerdo con el cargo para el cual concursó; no obstante, en oficio de mayo 18 de 2017 ella misma allegó a esta Sala copia del certificado expedido por esa oficina en mayo 16 de 2017, en el que se acredita que ya se realizó ese trámite conforme lo previsto en el artículo 218 inciso 2º del Decreto Ley 262/00, en el que además manifestó que considera superado el hecho vulnerador de sus derechos fundamentales por parte de esa dependencia.

A consecuencia de lo anterior, en el presente caso esta Sala no requiere ahondar en el tema, toda vez que es notorio que al haberse accedido a lo solicitado por la  tutelante y hecho efectiva la inscripción en carrera como Procuradora Judicial I en asuntos del Trabajo y la Seguridad Social, la posible vulneración de las garantías constitucionales invocadas en razón de la presunta omisión de la Procuraduría en ese sentido, en relación con los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, estabilidad laboral y acceso a cargos públicos, actualmente no se presenta; y, por tanto, los supuestos de hecho y de derecho que dieron origen a esta actuación han sido superados.
 
Pese a lo anterior, debido a que la actora informó que la modificación en el tipo de vinculación que aparece en las constancias laborales expedidas por la División de Gestión Humana de la entidad aún no se ha efectuado, es decir, en las mismas figura únicamente que aprobó el periodo de prueba y no que está en carrera administrativa, lo cual también está dentro de sus pretensiones, y en consideración a que se acreditó que desde abril 04 de 2017 solicitó a esa oficina el cambio respectivo debido a que requería gestionar un crédito hipotecario a efecto de dar cumplimiento a una promesa de compraventa de un inmueble, para cuyo trámite se le hacía esa exigencia, requerimiento que hasta el momento no ha sido resuelto, la Sala amparará el derecho fundamental de petición al haberse pretermitido el término legal de 15 días establecido en el artículo 14 de la Ley 1755/15, y ordenará a esa dependencia que emita respuesta de fondo conforme a lo pedido, a la que anexe certificado actualizado en consonancia con la inscripción en carrera.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE NIEGA el amparo invocado por la Dra. KAREN ELIZABETH JURADO PAREDES, respecto de los derechos fundamentales al debido proceso, igualdad, estabilidad laboral y acceso a cargos públicos, por cuanto se configuró un hecho superado.
SEGUNDO: SE TUTELA el derecho fundamental de petición del cual es titular la Dra. KAREN ELIZABETH JURADO PAREDES; y, en consecuencia, se ordena al Jefe de la División de Gestión Humana de la Procuraduría General de la Nación, que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de esta determinación, proceda a emitir una respuesta de fondo en relación con la solicitud de modificación de la vinculación presentada por ella en abril 04 de 2017, a la que anexe certificado laboral actualizado en consonancia con la inscripción en carrera.
TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

 JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� Al respecto, se resalta lo afirmado por la H. Corte Constitucional en sentencia T-727/10.
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